17-001-33-33-001-2013-00372-02

Nulidad y Restablecimiento del Derecho
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PENSIÓN DE INVALIDEZ – Régimen especial de las Fuerzas Militares

Extracto: Así se tiene que el Decreto 1796 de 2000 previó el reconocimiento y pago de una pensión de invalidez a favor del personal que preste el servicio militar obligatorio y de los soldados profesionales, siempre que éstos experimenten una disminución de la capacidad sicofísica en un porcentaje igual o superior al 75%, por hechos ocurridos en el servicio o por causa y razón del mismo. 

PENSIÓN DE INVALIDEZ - Disminución de la capacidad laboral de soldado profesional que fue víctima de secuestro

PENSIÓN DE INVALIDEZ DE SOLDADO PROFESIONAL – Fecha a partir de la cual se debe pagarse.

PENSIÓN DE INVALIDEZ DE SOLDADO PROFESIONAL – La pensión de invalidez debe pagarse a partir de la fecha en que se determinó la pérdida de la capacidad laboral 

Extracto: Contrario a lo que determinó el juez de primera instancia, este órgano colegiado considera que no es la fecha de retiro del actor la que determina la data desde la cual se debe realizar el reconocimiento pensional, toda vez que el derecho a la pensión de invalidez en el sub lite se adquiere en virtud del porcentaje de pérdida de capacidad laboral que el soldado obtiene en el servicio activo o con motivo de éste. 

BONIFICACIÓN ESPECIAL –  25% contenida en el artículo 30 del Decreto 745 de 2002

Extracto: (…) el Decreto 2107 de 29 de julio de 2003 “Por medio del cual se modifica parcialmente el Decreto 745 de 2002”, dispuso en su artículo 1º “Deróganse los artículos 30 y 34 del Decreto 745 de 2002”. 

Es por ello, que al haberse reconocido la pensión de invalidez a partir del 17 de septiembre de 2010, dicha disposición no era aplicable a la situación del actor en tanto se encuentra derogada por lo que no se accederá a la pretensión del actor en este aspecto.

SÍNTESIS DEL CASO: Se revocó la sentencia proferida por el Juez Aquo que accedió a las pretensiones de la demanda tendiente a obtener el reconocimiento de la pensión de invalidez desde el momento del retiro del servicio del demandante como Soldado Profesional.

FUENTE FORMAL: Decreto 1796 de 2000, Decreto 335 de 1992, Artículo 30 Decreto 745 de 2002, Artículo 1º Decreto 2107 de 2003
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S. 015
La Sala de Decisión del Tribunal Administrativo de Caldas, conformada por los Magistrados AUGUSTO MORALES VALENCIA, quien la preside, AUGUSTO RAMÓN CHÁVEZ MARÍN y CARLOS MANUEL ZAPATA JAIMES, procede a dictar sentencia de segundo grado por vía del recurso de apelación interpuesto por las partes demandante y demandada contra la sentencia proferida el veintitrés (23) de abril de dos mil catorce (2014) por el Juzgado 2º Administrativo Oral de Descongestión del Circuito de Manizales, con la cual accedió a las pretensiones formuladas por el señor ISAÍAS MARÍN GALLEGO dentro del proceso de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO de carácter LABORAL por él promovido contra la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO NACIONAL.
Como todo el proceso se ha rituado conforme a las reglas adjetivas que le son propias sin que se observe causal alguna que pueda afectarlo parcial o totalmente de nulidad, es procedente dictar fallo.

ANTECEDENTES

PRETENSIONES DE LA PARTE ACTORA.

Se impetra:

I) La declaratoria de nulidad, parcial, de las Resoluciones 319 de 17 de febrero y 4049 de 16 de mayo, ambas de 2012, emanadas del Ministerio de Defensa Nacional, con las cuales se le reconoció la pensión mensual de invalidez al actor. 

A título de restablecimiento del derecho:

i) Se ordene pagar la pensión de invalidez reconocida al accionante a partir de la fecha de retiro del servicio, esto es, desde el 30 de mayo de 2002 y hasta el 16 de septiembre de 2010.

ii) Condenar a la entidad demandada a pagar el incremento del 25% sobre el valor total de la pensión por concepto de bonificación adicional especial establecida en el Decreto 335 de 1992.

iii) Se ordene que todos los valores reconocidos devenguen intereses moratorios a partir de la ejecutoria de la sentencia de acuerdo con la Sentencia C-188/99.

iv) Se condene en costas del proceso.

v) Se condene al cumplimiento del fallo de acuerdo a los Arts. 176 y 177 del Decreto 01/84.

CAUSA PETENDI

Se indicó en el libelo demandador, en síntesis, que el nulidiscente ingresó al Ejército Nacional como soldado voluntario en el año 1.997. El día 25 de marzo de 1998, la tropa del Batallón de Contraguerrilla Nº 52 de la Brigada Móvil Nº 3 se encontraba realizando operaciones de registro y control militar del área cuando fueron interceptados por la Compañía ‘Teófilo Forero’ del grupo insurgente de las FARC, evento en el cual resultó secuestrado.

Al momento de su liberación, el Ejército Nacional lo sometió a tratamiento médico a partir del mes de agosto de 2001, y el 28 del mismo mes se realizó Junta Médica Nº 2388 donde se concluyó que el accionante padecía de secuelas físicas y psicológicas a consecuencia de su secuestro.

Posteriormente, el 17 de septiembre de 2010, el señor Marín Gallego debió acudir nuevamente a Junta Médica, arrojando como resultado la disminución de capacidad laboral del 77% debido a la patología de ‘trastorno de stress postraumático crónico grave, con síntomas psicóticos’, lo que originó que formulara petición solicitando el reconocimiento de la pensión de invalidez el 23 de marzo de 2011, el cual fue resuelto por la entidad demandada con la Resolución 319 de 17 de febrero de 2012 reconociendo la pensión de invalidez a partir del 17 de septiembre de 2010 en cuantía de seiscientos diecisiete mil ochocientos treinta y cuatro pesos ($617.834).

Interpuesto recurso de reposición contra el referido acto administrativo, en aras de que se ordenara el pago de la prestación a partir de la fecha efectiva del retiro del servicio, esto es, desde el 30 de mayo de 2002, y además se incluyera la bonificación especial del 25% establecida en los Decretos 335/92 y 745/02, el acto fue confirmado a través de Resolución 4049 de 16 de mayo de 2012.

NORMAS VIOLADAS Y CONCEPTO DE VIOLACIÓN.

Se invocaron: Artículo 88
; Decreto 1796 de 2000, artículos 39 y 24 literal c).

Luego de transcribir la normativa referida como vulnerada, expresa que la pensión del señor Isaías Marín debió reconocerse a partir de la fecha del retiro del servicio con la inclusión de la bonificación especial del 25% según el artículo 16 del Decreto 335 de 1992.

CONTESTACIÓN AL LIBELO DEMANDADOR.

· La NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA /fls. 61-67 cdno ppl/, se opuso a la totalidad de las pretensiones formuladas por la parte accionante, exponiendo, en síntesis, que para el año 2002 el señor Isaías Marín no estaba calificado con pérdida de capacidad laboral que le permitiera acceder a la pensión de invalidez, por lo que no es factible que se reconozca la prestación a partir del año 2002 ya que solo hasta el 17 de septiembre de 2010 se determinó la perdida de la capacidad laboral de 77%, por lo tanto, allí se originó el derecho a la pensión de invalidez según los dictados del artículo 39 del Decreto 1796 de 2000. 
Refiere que de acuerdo al Régimen Especial Militar aplicable al demandante, la pensión de invalidez debe pagarse a partir de la fecha en que se determinó la pérdida de capacidad laboral que establece la calidad de ‘inválida’ de la persona. 

Por último, refiere que el beneficio del 25% en la asignación mensual de retiro no es aplicable al caso, pues éste solo se otorgó para aquellas personas que se les reconoció la pensión de invalidez en el año 2002, y luego fue suprimido en virtud del Decreto 2107 de 2003.
LA SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

En desarrollo de la Audiencia Inicial y con fundamento en el artículo 179 inciso último de la Ley 1437/11, el Juez 2° Administrativo Oral de Descongestión del Circuito de Manizales dictó sentencia en los términos que pasan a compendiarse /fls. 85 a 93 fte y vto cdno ppl/:

Luego de realizar un breve esbozo de los fundamentos fácticos y de las posiciones jurídicas de las partes, estimó que el problema jurídico se circunscribe en determinar a partir de qué fecha se debe reconocer la pensión de invalidez del actor, y si tiene derecho al incremento del 25% por concepto de bonificación especial de conformidad con el artículo 30 del Decreto 745/02. Seguidamente se refirió al material probatorio obrante en el expediente y al régimen aplicable a la pensión de invalidez del actor contenido en el Artículo 39 del Decreto 1796/00; y aludiendo al artículo 30 del Decreto 745 de 2002 para referirse a la bonificación especial del 25%, anota que si bien durante la vigencia de dicho decreto al actor no se le había reconocido la pensión de invalidez, lo cierto es que al deberse reconocer el pago pensional desde el 30 de mayo de 2002 - tiempo aquel en que la norma estaba vigente – tendrá derecho a que se le reconozca la bonificación especial reclamada.

Por modo, resolvió el juez A-quo:

i) Declarar la nulidad de los actos enjuiciados;

ii) A título de restablecimiento del derecho, ordenó a la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL, "reconocer la pensión de invalidez del señor ISAÍAS MARÍN GALLEGO, a partir del 30 de mayo de 2002 -fecha a partir de la cual fue retirado del servicio-, pero con efectos fiscales a partir del 23 de marzo de 2008, con la inclusión del 25% sobre el valor total de la pensión, correspondiente a la bonificación adicional especial contemplada en el artículo 30 del Decreto 745 de 2002. El pago que debe hacerse al demandante, corresponderá a las sumas de dinero dejadas de percibir, equivalentes a la diferencia entre lo efectivamente recibido por pensión de invalidez y lo que le correspondía al liquidarse con base en lo aquí ordenado"/fl. 93 vto cdno 1//Resaltado y mayúsculas originales/, e indexar las respectivas sumas, reliquidación que se hará desde el 1º de enero de 2008.

iii) Indexar las sumas reconocidas a favor del demandante.

iv) Condenar en costas a la parte demandada.
EL RECURSO DE SEGUNDO GRADO.

Con memorial visible a folio 110 del cuaderno principal, la parte actora impugnó la sentencia de primera instancia solicitando se revoque lo concerniente a la prescripción extintiva y se disponga el pago pensional desde la fecha de retiro del servicio, es decir, desde el 30 de mayo 2002, ya que según el Decreto 3135 de 1968 y el artículo 154 del Decreto 1790 de 2000, la prescripción se aplica a partir de los tres (3) años desde la fecha en que la respectiva obligación se hizo exigible.

Asimismo, la NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA a través de escrito visible de folios 116 a 122 del cuaderno ídem, impugnó el fallo de instancia arguyendo que el sustento jurisprudencial traído en la sentencia para afirmar que al demandante debía reconocérsele el pago de la pensión de invalidez a partir de la fecha de retiro, no tiene aplicación en el caso concreto, como quiera que no se desvirtuó ninguna decisión adoptada por la junta médica, sino lo que ocurrió fue la evolución de la enfermedad del actor y no un dictamen erróneo. 
Asevera que no comparte la posición del Juzgador de Primera Instancia en tanto rechazó la argumentación de la parte demandada en cuanto el actor tuvo un porcentaje de pérdida de capacidad laboral del 40.09% hasta el año 2010 cuando dicho porcentaje aumentó después de haberse realizado la segunda junta médica; por tanto, con la declaratoria de ineficacia realizada por el Ministerio de Defensa en la resolución que finalmente determinó el grado de invalidez del señor Marín Gallego se buscaba evitar la producción de efectos jurídicos teniendo en cuenta que ya existía una nueva valoración médica.

De otro lado, se expresa, no es dable otorgar el beneficio contemplado en el Decreto 745 de 2002, ya que solo fue otorgado a aquellas personas que en el año 2002 se les reconoció la pensión de invalidez.

ACTUACIÓN 

EN SEGUNDA INSTANCIA

Con el proveído visible a fl. 3 cdno 2 se admitió el recurso de apelación interpuesto por ambos extremos procesales y luego se dispuso correr traslado de alegatos /fl. 12 ídem/. 

ALEGATOS ANTE EL AD-QUEM.

La parte actora allegó su memorial de alegaciones /fl. 20 cdno 2/, manifestando argumentos similares a los expuestos en la sustentación del recurso, afirmando que la pensión de invalidez fue reconocida el 17 de febrero de 2012 y confirmada el 16 de mayo de ese mismo año, por lo que antes de la citada fecha no había corrido ningún término de prescripción.

La parte demandada, ni el Ministerio Público se pronunciaron en esta oportunidad, como se hace constar a folio 21 del cuaderno 2. 

CONSIDERACIONES 

DE LA 

SALA DE DECISIÓN

Pretende por modo la parte actora, de manera principal, se anulen parcialmente las Resoluciones 319 de diecisiete (17) de febrero y  4049 de dieciséis (16) de mayo, ambas de 2012, proferidas por el Ministerio de Defensa Nacional, con las cuales, en su orden, se reconoce la pensión de invalidez del actor y se resuelve el recurso de reposición contra el primero de los actos administrativos.

 (I)

PROBLEMAS JURÍDICOS

Atendiendo a la postura erigida por las partes ante esta Sala, los problemas jurídicos a resolver se contraen a la dilucidación de los siguientes interrogantes:

I) ¿Debe reconocerse el pago de la pensión de invalidez al actor a partir de la fecha de retiro del servicio -30 de mayo de 2002-, o a partir de la calificación con el 77% de invalidez de fecha 17 de septiembre de 2010?
II) ¿Tiene derecho el actor a la bonificación especial del 25% contenida en el artículo 30 del Decreto 745 de 2002?

III) ¿Hay lugar a la prescripción de las mesadas pensionales?

(I)

LA PENSIÓN DE INVALIDEZ EN EL RÉGIMEN ESPECIAL

DE LAS FUERZAS MILITARES

La Ley 100 de 1993 reguló el Sistema Integral de Seguridad Social, para los habitantes del territorio colombiano y en el artículo 279 señaló como excepciones:

“El Sistema Integral de Seguridad Social contenido en la presente Ley no se aplica a los miembros de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, ni al personal regido por el Decreto ley 1214 de 1990, con excepción de aquel que se vincule a partir de la vigencia de la presente Ley, ni a los miembros no remunerados de las Corporaciones Públicas.”

De este modo se tiene que los miembros de la Fuerza Pública se encuentran sometidos a un régimen pensional especial regulado en época anterior por el Decreto Ley 094 de 1989 y el Decreto 1796 de 2000. Actualmente se encuentra regulado por la Ley 923 de 2004 y el Decreto 4433 de 2004.

En lo que concierne a la pensión de invalidez, el Decreto 1796 de 2000
 en relación con la pensión de invalidez de los soldados profesionales, señala:

“ARTICULO 39. LIQUIDACION DE PENSIÓN DE INVALIDEZ DEL PERSONAL VINCULADO PARA LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO MILITAR OBLIGATORIO Y PARA LOS SOLDADOS PROFESIONALES. Cuando el personal de que trata el presente artículo adquiera una incapacidad durante el servicio que implique una pérdida igual o superior al 75% de su capacidad laboral, tendrá derecho mientras subsista la incapacidad, a una pensión mensual valorada y definida de acuerdo con la reglamentación que expida el Gobierno Nacional para el efecto, y liquidada como a continuación se señala: 

a.
El setenta y cinco por ciento (75%), del salario que se señala en el parágrafo 1o del presente artículo, cuando la disminución de la capacidad laboral sea igual o superior al setenta y cinco por ciento (75%) y no alcance el ochenta y cinco por ciento (85%). 

b.
El ochenta y cinco por ciento (85%) del salario que se señala en el parágrafo 1o del presente artículo, cuando la disminución de la capacidad laboral sea igual o superior al ochenta y cinco por ciento (85%) y no alcance el noventa y cinco por ciento (95%). 

c.
El noventa y cinco por ciento (95%), del salario que se señala en el parágrafo 1o del presente artículo, cuando la disminución de la capacidad laboral sea igual o superior al noventa y cinco por ciento (95%). 

PARÁGRAFO 1o. La base de liquidación de la pensión del personal vinculado para la prestación del servicio militar obligatorio será el sueldo básico de un cabo tercero o su equivalente en la Policía Nacional. 

PARÁGRAFO 2o. Para los soldados profesionales, la base de liquidación será igual a la base de cotización establecida en el Régimen de Carrera y Estatuto del Personal de Soldados Profesionales. 

PARÁGRAFO 3o. Cuando el porcentaje de pérdida de la capacidad laboral no sea igual o superior al 75% no se generará derecho a pensión de invalidez”.. /Líneas fuera de texto/.

Así se tiene que el Decreto 1796 de 2000 previó el reconocimiento y pago de una pensión de invalidez a favor del personal que preste el servicio militar obligatorio y de los soldados profesionales, siempre que éstos experimenten una disminución de la capacidad sicofísica en un porcentaje igual o superior al 75%, por hechos ocurridos en el servicio o por causa y razón del mismo. 

Lo anterior en consideración a las características especiales que rodean la prestación de los servicios castrenses por los miembros de la Fuerza Pública. Ello, porque no se desconocen las vicisitudes que conlleva el desempeño de tareas como la defensa de la Soberanía Nacional, lo que tradicionalmente ha supuesto un trato diferencial en materia prestacional para quienes ejercen este tipo de actividades.        

No obstante, la referida norma especial no hace referencia alguna al momento desde el cual debe hacerse el reconocimiento de la pensión de invalidez, siendo por vía de interpretación jurisprudencial la aplicación del criterio dependiendo del caso bajo estudio.

En este sentido el H. Consejo de Estado en algunas providencias ha determinado que la pensión de invalidez debe reconocerse a partir de la fecha de retiro del interesado; verbi gratia, en sentencia de seis (6) de julio de dos mil once (2011)
, esa Corporación señaló:

“La Sala encuentra suficientemente acreditado que el ex soldado JHON DÍAZ RAMOS adquirió una incapacidad prestando su servicio militar. En efecto, el informe administrativo No. 20 de 3 de octubre de 1996 (fl. 161 c.p.), suscrito por el comandante del Batallón Selva, señala:

“El día 30 de agosto de 1996, aproximadamente a las 19:30 horas, en la Inspección de las Delicias, Municipio de Puerto Leguizamo Putumayo, cuando la Compañía Córdova cumplía misiones de control militar del área, fue atacada la Base Militar que se encontraba destacada en esa Inspección, por narco-bandoleros  de las autodenominadas FARC, con fuego de granadas de mortero, granadas de fusil, lanza cohetes, fuego nutrido de fusilería y ametrallamiento, resultando herido el Soldado DÍAZ RAMOS JHON, quien actualmente se encuentra recibiendo atención médica en el Hospital Militar Central”.

Lesiones que le implicaron una pérdida  de su  capacidad laboral del 75.83% como lo señaló la Junta Regional de Calificación de Invalidez del Valle del Cauca, por lo que de conformidad con el artículo 90 del Decreto 094 de 1989, antes transcrito, se hace merecedor a una pensión de invalidez equivalente al setenta y cinco por ciento (75%) del sueldo básico de un cabo segundo o su equivalente, mientras aquélla subsista, y a partir del día 15 de julio de 1997, fecha en la cual fue retirado del servicio como consecuencia de la incapacidad relativa y permanente que lo determinó no apto para realizar actividades militares”. /Líneas extra texto/.

También el Máximo Tribunal de lo Contencioso Administrativo ha admitido la tesis de reconocer la pensión de invalidez a aquellos miembros de las FF.AA a partir de la fecha de la estructuración de invalidez o del dictamen médico que determine la incapacidad laboral, ello en atención a que es desde uno u otro caso que se tiene certeza del grado de invalidez del beneficiario de la prestación pensional.

Sobre el particular en providencia de veintiuno (21) de mayo de 2009, el H. Consejo de Estado resolvió: 

“Así, de conformidad con lo establecido en el dictamen pericial rendido por la Junta Regional de Invalidez la fecha en que se estructuró la incapacidad del señor Leguizamón Sanabria fue el 6 de octubre de 2004, razón por la cual, es a partir del mencionado momento que se considera inválido al accionante, al menos dentro de la verdad procesal.

Por lo anterior, se procederá a modificar el ordinal cuarto de la sentencia de 21 de junio de 2007, aclarada mediante providencia de 13 de septiembre del mismo año, en el sentido de ordenar que la pensión de invalidez se reconozca a partir del 6 de octubre de 2004 y no desde la fecha de retiro del servicio.”

Lo probado en la actuación 

Ahora, en aras de dilucidar en el presente caso desde qué momento ha de realizarse el reconocimiento pensional de invalidez, la Sala considera pertinente referirse a las probanzas aportadas:

· Acta de junta médica laboral Nº 2388 de veintiocho (28) de agosto de 2001 /fls. 5 a 7 cdno 1/, en la cual se determinó: 

“POSTERIOR A COMBATE FUE SECUESTRADO PRESENTANDO SÍNTOMAS EVITATIVOS, ANSIEDAD, RECIBIÓ TRATAMIENTOS QUEDA COMO SECUELAS: A) TRASTORNO DE STRESS POSTRAUMÁTICO ACTUALMENTE ASINTOMÁTICO. 2. TRAUMA RODILLA IZQUIERDA AL EXAMEN ARCOS DE MOVIMIENTO NORMAL QUEDA COMO SECUELA: A) ATROFIA CUÁDRICEPS IZQUIERDA. 3. HACE UN AÑO CEFALEA EXAMEN NEUROLÓGICO NORMAL CAÍDA COMO SECUELA: A) CEFALEA TENSIONAL. 4. VARICOCELECTOMIA IZQUIERDA QUE DEJA COMO SECUELA: A) ORQUIALGÍA IZQUIERDA…

LE PRODUCE UNA DISMINUCIÓN DE LA CAPACIDAD LABORAL DEL CUARENTA PUNTO CERO NUEVE POR CIENTO (40.09%)”. /Mayúsculas son originales/.

· Acta de junta médica laboral Nº 39081 de diecisiete (17) de septiembre de 2010 /fls. 35-38 cdno 2/, en la cual se determinó: 

“TRASTORNO DE STRESS POSTRAUMÁTICO CRÓNICA GRAVE CON SÍNTOMAS PSICÓTICOS VALORADO Y TRATADO POR EL SERVICIO DE PSIQUIATRÍA CON PSICOFÁRMACOS Y PSICOTERAPIA EL CUAL SE ENCUENTRA ACTUALMENTE CONTROLADO EL CUAL DEBE CONTINUAR MANEJO DE FORMA PERMANENTE DE FORMA INDEFINIDA POR ESE SERVICIO.

C. Evaluación de la disminución de la capacidad laboral

LE PRODUCE UNA DISMINUCIÓN DE LA CAPACIDAD LABORAL DEL SETENTA Y SIETE POR CIENTO (77%).” /Mayúsculas son originales/.

· Resolución Nº 018 de nueve (9) de septiembre de 2010 /fls. 101-102 cdno 2/, proferida por la Dirección de Sanidad del Ejército en la cual se dispone que "conforme a concepto emitido por el comité de psiquiatría de fecha 08 de septiembre de 2010, el señor ISAÍAS MARÍN GALLEGO, presenta trastorno de stress postraumático crónico grave con síntomas psicóticos”, por tanto resuelve "declarar la ineficacia del Acta de Junta Médico Laboral Nº 2388 del 28 de agosto de 2001, practicada al señor SLV MARÍN GALLEGO ISAÍAS, identificado con C.C. No 18.599.090".

· El informe administrativo por presunta desaparición Nº 127 de 5 de abril de 1998 /fl. 8 cdno 2/, en el cual se comunica que el señor Marín Gallego fue secuestrado por las cuadrillas 14 y 15 compañía móvil Teófilo Forero de las FARC sin que se volviera a tener noticia del militar. En ese mismo documento, se hace constar que ‘ESTE COMANDO CONCEPTUA (sic) QUE LA PRESUNTA DESAPARICIÓN (SECUESTRO) DEL SLV MARÍN GALLEGO ISAÍAS CM. 18599090 FUE “EN COMBATE O COMO CONSECUENCIA DE LA ACCIÓN DEL ENEMIGO, ARTICULO (sic) 4 DEL DECRETO 1414/75” /Mayúsculas y resaltado son originales/.

· Resolución Nº 115966 de 11 de abril de 2011, mediante la cual se reconoció el pago de una indemnización por disminución de la capacidad laboral /fls. 110-11 cdno 2/.

· La Resolución 319 de diecisiete (17) de febrero de 2012 (acto demandado), le reconoció al actor una pensión de invalidez en cuantía de $617.834 a partir del diecisiete (17) de septiembre de 2010, es decir, a partir de la fecha del Acta de junta médica laboral Nº 39081, que determinó la pérdida de capacidad laboral del demandante en un 77%. 

De las probanzas relacionadas se tiene entonces que al señor Marín Gallego se le reconoció su pensión con base en el porcentaje de invalidez que determinó el segundo dictamen de capacidad laboral realizado el ocho (8) de septiembre de 2010, según se infiere del acta Nº 39081 de 17 de septiembre de ese mismo año. 

Contrario a lo que determinó el juez de primera instancia, este órgano colegiado considera que no es la fecha de retiro del actor la que determina la data desde la cual se debe realizar el reconocimiento pensional, toda vez que el derecho a la pensión de invalidez en el sub lite se adquiere en virtud del porcentaje de pérdida de capacidad laboral que el soldado obtiene en el servicio activo o con motivo de éste. 

En efecto, no cabe duda que el señor Marín Gallego obtuvo una incapacidad laboral causada por el infausto suceso del secuestro cuando se encontraba al servicio del Ejército Nacional; empero, una vez fue liberado, el primer cálculo de la pérdida de su capacidad laboral arrojó el cuarenta punto cero nueve por ciento (40.09 %) /fls. 5-7 cdno 1/, porcentaje que a la luz del Decreto 1796/00 era insuficiente para adquirir el derecho a la pensión de invalidez en los términos allí establecidos.

Se infiere entonces que fue desde el día 17 de septiembre de 2010 cuando se tuvo certeza de la disminución de la capacidad laboral del actor y a partir de la cual se consolidó el derecho a la pensión de invalidez al haberse cumplido las premisas del artículo 39 del Decreto 1796/00 para la adquisición del derecho a la prestación, a saber: i) Que la pérdida de la capacidad laboral se diera con ocasión del servicio y ii) Que dicho detrimento fuere igual o superior al 75%. 

Ello es así,  pues fue precisamente con el Acta de Junta Médica Laboral Nº 39081 de 17 de septiembre de 2010, en la cual se determinó la pérdida de capacidad laboral en un setenta y siete por ciento (77 %) y que a la postre sirvió de fundamento para la expedición de la Resolución Nº 319 de 17 de febrero de 2012 (acto demandado) con la cual se reconoció la pensión de invalidez desde aquella data.

De este modo, concluye la Sala que la entidad demandada realizó el reconocimiento pensional al señor Marín Gallego de manera acertada y de acuerdo con los lineamientos normativos para el efecto, por lo que al no haberse desvirtuado el acto administrativo enjuiciado conserva su presunción de legalidad.
Sobre la bonificación especial del Decreto 745 de 2002

La parte demandada también discute con su impugnación que la bonificación especial que contempla el Decreto 745/02, no es aplicable al actor por lo que solicita que en este aspecto se revoque la sentencia de primera instancia.

El Decreto 745 de 2002
 emanada del Ministerio de Justicia y del Derecho, estableció en el artículo 30 que:

“Artículo 30: Los Oficiales, Suboficiales, Personal del Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional, Agentes, Alumnos de las escuelas de formación de Oficiales y Suboficiales, Soldados, Grumetes, Infantes y personal civil de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, pensionados por disminución de la capacidad psicofísica o incapacidad absoluta, tendrán derecho a una bonificación especial mensual adicional, equivalente al veinticinco por ciento (25%) de la totalidad de la respectiva pensión.”
Sin embargo, el Decreto 2107 de 29 de julio de 2003 “Por medio del cual se modifica parcialmente el Decreto 745 de 2002”, dispuso en su artículo 1º “Deróganse los artículos 30 y 34 del Decreto 745 de 2002”. 

Es por ello, que al haberse reconocido la pensión de invalidez a partir del 17 de septiembre de 2010, dicha disposición no era aplicable a la situación del actor en tanto se encuentra derogada por lo que no se accederá a la pretensión del actor en este aspecto.
Por último, respecto al estudio de la prescripción esta Sala se releva de realizar el estudio en este aspecto, como consecuencia de la no prosperidad de las pretensiones de la parte demandante.

Corolario de lo expuesto, es que se revocará la sentencia recurrida, y en su lugar se dispondrá que al nulidiscente no le asiste el derecho a percibir la pensión de invalidez desde la fecha de su retiro del servicio -30 de mayo de 2002-, ni tampoco a la bonificación especial de que trata el artículo 30 del Decreto 745 de 2002.
COSTAS.

Como quiera que habrá de revocarse la sentencia, se condenará en costas de ambas instancias al accionante en virtud de lo dispuesto en el artículo 188 de la Ley 1437/11 y en el numeral 3 del artículo 365 del CGP (Ley 1564/12), teniendo en cuenta que la parte demandada se vio en la necesidad de contratar un abogado y sufragar los gastos procesales hasta su culminación.  Sin agencias en derecho en esta instancia por no haberse causado.

Por lo discurrido, el Tribunal Administrativo de Caldas, SALA ORAL DE DECISIÓN, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
FALLA

REVÓCASE la sentencia proferida por el Juzgado 2º Administrativo Oral de Descongestión del Circuito de Manizales, con la cual accedió a las pretensiones formuladas por el señor ISAÍAS MARÍN GALLEGO dentro del proceso de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO de carácter LABORAL por él promovido contra la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO NACIONAL.
En su lugar, NIÉGANSE las pretensiones de la parte demandante. 

COSTAS de ambas instancias a cargo del accionante y a favor de la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO NACIONAL.
Sin agencias en derecho en segunda instancia. 

Ejecutoriada esta providencia, DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado de origen, previas las anotaciones del caso en el Sistema Justicia Siglo XXI.

NOTIFÍQUESE conforme lo dispone el artículo 203 del C/CA.

Providencia discutida y aprobada en Sala de Decisión celebrada en la fecha, según consta en Acta Nº 005. 
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� No se dijo de que disposición normativa.


� "Por el cual se regula la evaluación de la capacidad sicofísica y de la disminución de la capacidad laboral, y aspectos sobre incapacidades, indemnizaciones, pensión por invalidez e informes administrativos  por lesiones, de los miembros de la Fuerza Pública, Alumnos  de las Escuelas de Formación y sus equivalentes en la  Policía Nacional, personal civil al servicio del  Ministerio de Defensa Nacional y de las Fuerzas Militares y personal no uniformado de la Policía Nacional vinculado con anterioridad a la vigencia de la Ley 100 de 1993".


� C.P. Alfonso Vargas Rincón, con radicado nº 52001-23-31-000-2000-00471-01(2501-05). Sobre esta misma posición ver también sentencia de dieciocho (18) de septiembre de 2013, C.P. Bertha Lucía Ramírez de Páez, Radicación nº 050012331000200303074-01.


� “Por el cual se fijan los sueldos básicos para el personal de Oficiales y Suboficiales de las Fuerzas Militares, Oficiales, Suboficiales y Agentes de la Policía Nacional, Personal del Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional y Empleados Públicos del Ministerio de Defensa, las Fuerzas Militares y la Policía Nacional, se establecen bonificaciones para Alféreces, Guardiamarinas, Pilotines, Grumetes y Soldados, se modifican las comisiones y se dictan otras disposiciones en materia salarial”.
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